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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunido en Zamora el día 30 de 
abril de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 131/2026 

 
I  

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 25 de marzo de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una caída por el mal 
estado de la vía pública. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 26 de marzo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 131/2026, y se inició el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 17 de marzo de 2023 Dña. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento de xxxx, en la que expone 
que “el 22 de octubre de 2022, a las 16:30 horas, caminaba por la calle cccc 
para dirigirse a su vehículo estacionado (…) y en la zona de estacionamiento 
sufrió una caída al tropezarse con un adoquín que sobresalía como 
consecuencia del mal estado del pavimento (…)”. Reclama una indemnización 
de 9.795 euros. 
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Acompaña a su reclamación declaración jurada de un testigo de los 
hechos, fotografías del lugar del accidente y de las lesiones sufridas, informes 
médicos y factura de compra en farmacia.   
 

Segundo.- Obran en el expediente un informe de la Policía Municipal 
de 24 de marzo de 2023 y un informe del Área de Movilidad y Espacio Urbano 
de 12 de abril de 2023. 

 
Tercero.- El 1 de octubre de 2024 el instructor cita al testigo propuesto 

por la interesada para confirmar su identidad y ratificar su declaración. Consta 
que la notificación no fue recogida por aquel. 
 

Cuarto.- Concedido trámite de audiencia, el 12 de noviembre de 2024 
la interesada presenta alegaciones en las que manifiesta que “ha contactado 
telefónicamente con la testigo presencial del incidente y le ha dicho que no 
pudo recoger la carta porque estuvo varios días ausente de su domicilio y se 
pasó el plazo, pero que sigue manteniendo su voluntad de testificar como 
testigo cuando lo estimen oportuno”. 
 

Quinto.- El 25 de marzo de 2026 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial. 
 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
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Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presentó la reclamación (17 de marzo de 2023) hasta que se 
formula la propuesta de resolución (25 de marzo de 2026). Esta circunstancia 
supone una vulneración de los principios y criterios que han de regir la 
actuación de la Administración, recogidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), como son los de eficacia, 
celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el 
incremento que ha de conllevar necesariamente la cantidad que, como 
indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración, se vaya a 
conceder, en su caso, mediante la oportuna resolución. 

 
A este respecto, debe tenerse presente que los titulares de las unidades 

administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que 
tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán 
responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas 
para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio 
pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, 
disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la 
tramitación de procedimientos; y que los términos y plazos establecidos en 
esta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así 
como a los interesados en los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en los 
artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 
 

3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 
acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la 
reclamación corresponde al alcalde, sin perjuicio de la delegación de 
competencias que pueda existir, conforme a los artículos 124.4.ñ) y 124.5 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), 
en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC. 
 

La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
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funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la LRJSP, a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios sufridos en una caída 
ocurrida, según alega la reclamante, al tropezar con un adoquín sito en una 
zona de estacionamiento de vehículos. 

 
Sin embargo, no ha quedado acreditado que los daños se produjeran 

por las causas y en el lugar que señala la interesada. La reclamante, a quien 
incumbe la carga de la prueba de los hechos que alega, no ha aportado indicios 
probatorios suficientes que permitan tener por ciertos los hechos alegados: los 
informes médicos solo acreditan la realidad de los daños, pero no su causa, y 
las fotografías obrantes en el expediente tampoco prueban los hechos. 

 
La versión que consta en la reclamación no se corrobora por informe de 

la Policía Municipal ni por intervención in situ de los servicios sanitarios. En 
este sentido, el informe de la Policía Municipal constata que “no ha intervenido 
en el lugar y hora”. 

 
Por otro lado, la reclamante adjunta a su reclamación una declaración 

jurada firmada por un testigo de los hechos, al que identifica. El Ayuntamiento 
citó al testigo en el domicilio señalado por la interesada para comprobar su 
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identidad y ratificar los hechos. Sin embargo, tras dos intentos de entrega y 
dejarse un aviso en el buzón, no recogió la notificación.  

 
La reclamante no discute en el trámite de audiencia la forma en la que 

se realizó la notificación y señala que “ha contactado telefónicamente con la 
testigo presencial del incidente y le ha dicho que no pudo recoger la carta 
porque estuvo varios días ausente de su domicilio y se pasó el plazo, pero que 
sigue manteniendo su voluntad de testificar como testigo cuando lo estimen 
oportuno”. Ahora bien, no aporta documentación alguna que permita acreditar 
la identidad de la testigo ni tener por ratificada su declaración. Es cierto que 
la Administración ha tardado más de un año en citar a la testigo. Ahora bien, 
la interesada ha tenido la oportunidad en el trámite de audiencia de presentar 
algún medio probatorio para avalar la identidad de la testigo (DNI u otra 
documentación personal) y para ratificar el contenido de su declaración. Por 
ello, ninguna indefensión se le ha causado.  

  
Por todo lo expuesto, este Consejo comparte el criterio de la propuesta 

y considera que no existen elementos probatorios suficientes que acrediten la 
causa del percance.  
 

En definitiva, no puede considerarse probada la existencia de nexo 
causal entre los daños sufridos y el funcionamiento del servicio público, y la 
reclamación debe desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por Dña. yyyy, debido a los daños y perjuicios sufridos en una 
caída por el mal estado de la vía pública. 

 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


